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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

       SALA DE DECISIÓN CIVIL- FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, septiembre primero de dos mil nueve
Expediente 66001-31-03-005-2000-00231-02
Acta N° 427 de septiembre 1° de 2009
Resuelve la Sala el recurso de apelación presentado por la parte demandante contra la sentencia del 15 de julio de 2008 proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, en este proceso ordinario que Eduar Tulio Arias López promovió frente a Carlos Antonio Arroyave Barco y la sociedad Expreso Alcalá S.A.
ANTECEDENTES

En su demanda relató el señor Arias López que el 21 de marzo de 1998 viajaba como pasajero en la ruta Cartago-Pereira en la buseta identificada con las placas WHC-633 afiliada a la empresa Expreso Alcalá S.A., y mediando las 6:10 de la mañana el vehículo, conducido por Herney Garcés Giraldo se salió de la vía a la altura de Cerritos y produjo un aparatoso accidente en el que resultó lesionado; la causa del accidente fue la irresponsabilidad del conductor que venía a alta velocidad y no pudo controlar el automotor; como resultado del suceso sufrió heridas en su brazo y su mano izquierdos y le quedó una deformidad física y una perturbación funcional que lo incapacitan en el 100%, porque su actividad es la construcción.
Agregó que ha sido intervenido quirúrgicamente en varias oportunidades y se ha sometido a terapias, las que tuvo que interrumpir por carecer de dinero para sufragarlas; en su actividad como oficial de construcción devengaba $100.000,oo semanales que le pagaba Aura Montoya; las diligencias fueron remitidas a la Fiscalía General de la Nación y posteriormente al Juzgado Quinto Penal Municipal de Pereira; el médico forense le dictaminó una incapacidad definitiva de 25 días y como secuelas la deformidad física y la perturbación del órgano de la “prensión”.
Terminó mencionando qué perjuicios de orden material, moral y fisiológico se le causaron y omitió de manera concreta las pretensiones de la demanda.
No obstante ese yerro, el juzgado inadmitió por otras razones el libelo y corregido dispuso el trámite pertinente con la notificación a los demandados, en los que contaba el señor Herney Garcés Giraldo respecto del cual se desistió con posterioridad.

En su respuesta a la demanda Carlos Antonio Arroyave Barco dijo que no le constaban los hechos, se opuso a las pretensiones y propuso las excepciones de cosa juzgada penal, falta de prueba del accidente, cobro de lo no debido, cesación de responsabilidad por el hecho ajeno y prescripción.

Por su lado, la sociedad Expreso Alcalá sólo aceptó los hechos primero parcialmente y séptimo, de los demás dijo que no le constaban, se opuso a lo pedido y como excepciones formuló las que nominó inexistencia de la obligación teniendo en cuenta la unidad jurídica y prescripción.
Aunque se intentó un llamamiento en garantía el mismo resultó fallido porque no se logró la comparencia del tercero dentro del término legal.

Admitido el desistimiento de las pretensiones frente a Herney Garcés Giraldo, se siguió con el traslado de las excepciones, luego con la audiencia de que trata el artículo 101 del C.P.C., posteriormente se decretaron las pruebas pedidas, que se practicaron parcialmente, en la medida de colaboración de las partes, se corrió traslado para alegar de conclusión, oportunidad en la que intervino el co-demandado Arroyave Barco, y posteriormente se dictó sentencia desfavorable a las súplicas de la demanda.
El argumento central del juzgado, una vez extrajo de la demanda, previa su interpretación, las pretensiones, se fundamentó en que fue pedida la declaración de una responsabilidad civil extracontractual cuando ha debido ser contractual por la calidad de pasajero que ostentaba el señor Arias López al momento del accidente; que como ello es una cuestión de orden sustancial de la acción, según lo tiene dicho la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, era perentorio desestimar lo pedido.
Apeló el demandante y en esta sede sustentó en el sentido de que cuando exista de por medio una responsabilidad extracontractual y una contractual el afectado puede escoger cualquiera de las dos acciones; pero, en todo caso, es deber del juez aplicar el artículo 4º del Código de Procedimiento Civil que enseña que la finalidad del proceso es la satisfacción del derecho sustancial, buscando el verdadero sentido de la demanda y de sus pretensiones, como lo sostuvo la Sala de Casación Civil de la Corte en sentencia del 31 de octubre de 2001 con ponencia del Magistrado José Fernando Ramírez Gómez, que transcribió en lo pertinente.
Ahora se procede a decidir, previas las siguientes

  



CONSIDERACIONES
Para dilucidar lo que se opugna al fallo de primer grado, y por ahí mismo, si concurren todos los presupuestos procesales, incluido el de la demanda en forma, es necesario adentrarnos en el contenido del libelo, y en los argumentos que trae la alzada.

Lo primero que salta a la vista, como cosa inusitada, es que el escrito introductor no cumple, como lo manda el artículo 75 del C.P.C., con uno de los más elementales requisitos que debe contener, esto es, “Lo que se pretenda, expresado con precisión y claridad…”. Es decir, que la demanda se limitó a un recuento fáctico para sustentar lo que pasó al olvido el demandante.

No podría sostenerse entonces, como lo hace el juzgado, que el presupuesto de demanda en forma se satisface a plenitud; tan no se cumplió, que aún sin adentrarse en los antecedentes del asunto se señaló que era perentorio interpretarla para deducir de su encabezamiento, de los fundamentos de derecho y, sin decirlo, de los hechos 
, lo que pretendía el actor, que no era otra cosa que la declaración de una responsabilidad civil extracontractual y el pago de los consecuentes perjuicios materiales e inmateriales.

Pero como para el funcionario la pretensión ha debido encausarse  por la responsabilidad contractual, no por la aquiliana, dedujo que los hechos no eran consonantes con las pretensiones y tenían que desestimarse por un defecto sustantivo.

La réplica del actor consiste ahora en que la Corte Suprema de Justicia tiene dicho, en Sala de Casación Civil, que en casos como éste, el juez debe aplicar el artículo 4º del C.P.C. para lograr la finalidad del proceso que es la satisfacción del derecho sustancial, buscando el verdadero sentido de la demanda y de sus pretensiones. Claro, aquí la tarea de interpretar el libelo inicial es doble, porque, se insiste, no tiene individualizadas las pretensiones y, además, es evidente que deducidas ellas, se encaminaban a una responsabilidad extracontractual, cuando el planteamiento fáctico señala una de orden contractual.

Ha señalado esta Sala, y se repite, que hoy más que antes, frente a la revolución jurídica e institucional que ha experimentado nuestra sociedad es deber ineludible del juez aplicarse en lo reglado por el numeral 4º del artículo 37 de estatuto procesal civil, que le otorga la calidad de director del proceso, a evitar, entre otras cosas, sentencias inhibitorias, que no sería a más a lo que conduciría la ausencia del presupuesto procesal de demanda en forma. Si lo hace así, cumple, a no dudarlo, el cometido del derecho procesal civil que es el de hacer prevalecer el derecho sustancial sobre el formal, por supuesto, sin pasar por alto que el proceso es una cadena fraccionada y lógica de actos que deben ejecutarse, uno a uno, para garantizar a los contendientes su derecho de defensa.

Pero esto último no obsta para que el juez escudriñe hasta el fondo para descubrir, en su ejercicio dialéctico final, el verdadero alcance de la demanda con el propósito de definir conforme a él la litis, sin sacrificar, se insiste, el fondo por la forma.

Esta no es, por supuesto, ninguna innovación de la Sala; repetida e insistentemente lo ha decantado la jurisprudencia nacional; un caso arquetípico es el que en extenso reproduce el recurrente y que en gracia de la brevedad no se transcribe; pero más recientemente ha señalado la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia que:

1. De tiempo atrás se tiene establecido que el objeto de los procedimientos es la realización de los derechos reconocidos en la normas jurídicas sustantivas, criterio éste de interpretación de la ley procesal que, incorporado al Código de Procedimiento Civil (art. 4º), fue recogido luego como principio por el ordenamiento constitucional patrio, en cuyo artículo 228 se consagró que en las actuaciones que adelante la administración de justicia, "prevalecerá el derecho sustancial", lo que tiene el importante significado de resaltar la función del proceso como mecanismo o escenario adecuado para administrar justicia y, por ende, para ponerle civilizado y racional fin a las disputas sobre derechos, propósito que, en línea de principio rector y, por contera, informador, justifica ampliamente el repudio de cara a las sentencias inhibitorias, como expresión meramente formal de una decisión judicial, en la medida en que con ellas nada se resuelve, motivo por el cual el legislador le impuso a los Jueces el deber ineludible de evitar, hasta donde ello sea posible, ese tipo de providencias (nral. 4 in fine art. 37 C.P.C.), detonantes de entendibles y justificadas frustraciones en cabeza de los justiciables.

En este sentido ha expresado la Sala que "Hay consenso, entonces, en torno a lo anterior. Es que todo proceso judicial está organizado para que el juzgador adopte una decisión que dirima la controversia planteada, pues esa y no otra constituye su razón de ser, su justificación, de manera que puede calificarse como un verdadero fracaso el trámite que culmina con una resolución de carácter inhibitorio" (cas. civ. de 5 de febrero de 2001; exp. 5663).

Claro está, ello no se discute, la sentencia, para ser legítima, debe ser secuela de un debido proceso, esto es, de una actuación válida y, por tanto, acorde con las reglas inherentes a dicha garantía (art. 29 C. Pol.), razón por la cual el Juez, antes de proferirla, debe verificar que se hallen estructurados los denominados presupuestos procesales de: demanda en forma, capacidad para ser parte, capacidad procesal y competencia, cuya ausencia impide que la jurisdicción dirima el litigio, bien porque se ha generado una nulidad -en el caso de las dos últimas-, ora porque no es posible decidir -en el evento de las dos primeras-, hipótesis ésta que conduce a la sentencia inhibitoria, en la medida en que no cabe decir el derecho cuando una de las partes no podía ser -ab initio- sujeto de los mismos, por haber dejado de ser persona, como tampoco cuando el libelo genitor del proceso contiene deficiencias de tal significación y envergadura, que se tornen imposibles de superar.

Importa destacar que, tratándose del presupuesto procesal de demanda en forma, la Corte ha precisado que "el defecto que debe presentar una demanda para que se la pueda calificar de inepta o en indebida forma tiene que ser verdaderamente grave, trascendente y no cualquier informalidad superable lógicamente, pues bien se sabe que una demanda '…cuando adolece de cierta vaguedad, es susceptible de ser interpretada por el juzgador, con el fin de no sacrificar un derecho y siempre que la interpretación no varíe los capítulos petitorios del libelo…';'…en la interpretación de una demanda -afirma categóricamente la Corte- existe el poder necesario para ir tras lo racional y evitar lo absurdo'(G.J. XLIV, pág. 439)" (se subraya; CCXXXI, págs. 260 y 261). Y no puede ser de otra manera, se itera, porque si, como quedó señalado, en las actuaciones judiciales debe prevalecer el derecho sustancial, no pueden los Jueces escudarse en la existencia de cualquier error de la demanda, para proferir decisión inhibitoria y, por esa vía, lisa y llanamente se señala, abstenerse de administrar justicia, lo que constituiría, per se, inaceptable -amén que reprochable- incumplimiento a sus elevados deberes.” 

Y luego, que: 
“1.- Los dos cargos se despachan a la vez, porque como se desprende de su contenido, al afirmar las recurrentes en el cargo segundo que el Tribunal se limitó a estudiar una pretensión que no fue solicitada, como era la nulidad de la partición, bajo el supuesto de que en la misma se habían adjudicado bienes propios de uno de los cónyuges, con lo cual se tergiversó los hechos de la demanda y el querer de las demandantes, en realidad lo que denuncian es un error de juicio y no de procedimiento, igualmente puesto de presente en el cargo primero, cuyo estudio se abordará seguidamente.
2.- Circunscrito, entonces, el análisis, en los términos dichos, al error de raciocinio, pertinente resulta señalar que como la demanda constituye el acto de postulación más importante del proceso, es incuestionable que con el fin de garantizar eficazmente el derecho de defensa y contradicción, la misma debe sujetarse a los requisitos formales que la ley establece, pues por sabido se tiene que con ella no sólo se determina el marco en que ha de desenvolverse el proceso, sino también el campo de acción del juez.
Por esto, para que la demanda sea idónea desde el punto de vista formal, en cuanto a las pretensiones y los hechos que le sirven de fundamento, el artículo 75, numerales 5º y 6º del Código de Procedimiento Civil, exige, respecto de las primeras, que se expresen con "precisión y claridad", inclusive que se formulen en forma separada en el caso de que se acumulen varias, y de los segundos, que se presenten "debidamente determinados, clasificados y numerados".
Mas, si la demanda así no viene presentada, igualmente se tiene por averiguado que esto no obsta un fallo de mérito, en la medida en que, sin atentar contra su contenido objetivo, pueda ser interpretada, salvo que por su oscuridad o ambigüedad resulte imposible desentrañar lo que verdaderamente se ha querido, o que, sabiéndose, se ignoren los hechos en que se apoyan las pretensiones.
Desde luego que en los casos en que se pueda superar la interpretación del libelo, al juzgador le corresponde, respetando claro está las garantías fundamentales, darle sentido pleno a las formas y no sacrificarlas por la forma misma, justificándolas en tanto ellas estén destinadas a lograr la protección de los derechos de las personas, obviamente que de un modo racional, lógico y científico, amén de ceñido a la ley, examinando el contenido integral de la demanda e identificando su razón y la naturaleza del derecho sustancial que en la misma se hace valer
Esto, porque como lo tiene explicado la Corte, la "intención del actor muchas veces no está contenida en el capítulo de las súplicas, sino también en los presupuestos de hecho y de derecho por él referidos a lo largo de la pieza fundamental'. Basta, por lo tanto, que la intención del demandante aparezca clara en el libelo, ya de manera expresa, ora porque se deduzca de todo su texto mediante una interpretación razonable.” 

Aquí, como se ve, el juzgado se quedó en la mitad, porque en un sano ejercicio de interpretación halló que la demanda, a pesar de carecer de un acápite de pretensiones, sí las contenía, si bien de su encabezamiento (y del poder) extrajo que se pedía la declaración de responsabilidad civil extracontractual a cargo de la sociedad Expreso Alcalá S.A., de Carlos Antonio Arroyave y de Herney Garcés Giraldo por los daños causados a Eduar Tulio Arias López a causa del accidente ocurrido el 21 de marzo de 1998; y del relato que contiene el hecho 9º asumió la modalidad de los perjuicios reclamados, que luego se concretaron con la corrección de la demanda; allí mismo se aclaró en qué calidad se citaba a los demandados.

Pero así como elucubró sobre las pretensiones, y con la convicción plena de que la acción que debía intentar el demandante, que viajaba en el vehículo de placa WHC-633 como pasajero, era contractual y no extracontractual, siendo ello tan evidente, como lo es, también por ese aspecto ha debido auscultar su verdadera intención, para seguir aquellos precedentes que señalan que ella puede hallarse en los hechos mismos, o en las citas de derecho -máxime en este caso en el que, se insiste, las pretensiones tuvieron que desentrañarse de otros apartes de la demanda-, e incluso puede ser inadecuada su formulación pero de los hechos refulgir lo que verdaderamente corresponde.

Ahora bien, la obstinación del demandante en el poder y en la demanda acerca de que la responsabilidad es extracontractual, se vino a menos ahora en la sustentación del recurso, pues con apoyo en las tesis expuestas, pregona que el juzgado ha debido hacer gala del artículo 4º del C.P.C. para buscar el verdadero sentido del libelo, que es, en efecto, lo que estima la Sala que ha debido ocurrir.

   



Y que la responsabilidad que aquí se demanda es contractual no admite discusión, porque dicho como está el demandante ocupaba como pasajero el vehículo de placas WHC-633, conducido por Herney Garcés Giraldo, de propiedad de Carlos Antonio Arroyave Barco y afiliado a Expreso Alcalá S.A., no se requieren mayores disquisiciones para descubrir que la pretensión deviene del incumplimiento de un negocio jurídico plenamente regulado por nuestra legislación, como adelante se dirá. A este aspecto no ha sido ajena la jurisprudencia que sobre el particular tiene sentado que:




“…Siendo así las cosas, al aplicar los conceptos enantes expuestos al caso litigado, es preciso concluir que si el demandante Jorge Iván Velásquez Montoya, como lo asevera el fallo del Tribunal, sufrió las lesiones cuya indemnización reclama mientras se ejecutaba el contrato de transporte que celebró con la Empresa Arauca S.A., fue porque esta empresa no cumplió con la obligación de resultado que le imponía el contrato, vale decir, la de transportar al pasajero sano y salvo (art. 982 C. de Co.), y por tal razón la acción resarcitoria a su alcance era la originada en ese pacto, es decir, la contractual pero en manera alguna la aquiliana…” 
 

  



De más reciente data, pero retomando lo que en esa oportunidad destacó, señaló que:

   


“Aun cuando los demandados sostienen en el recurso de apelación que el demandante no solicitó el resarcimiento de perjuicios derivados del incumplimiento del contrato de transporte terrestre de pasajeros, razón por la cual las pretensiones deben ser denegadas, definido quedó en la sentencia de casación que esa precisamente fue la naturaleza de la responsabilidad demandada.

 


Como se explicó en el aludido fallo, siendo obligación del juez trascender la redacción de la demanda, interpretándola en su conjunto, con criterio jurídico, que no mecánico, tampoco literal, para inferir su verdadera naturaleza y esencia, eso precisamente era lo que se descubría del petitum y la causa petendi. Es decir, que "las lesiones padecidas por el demandante fueron ocasionadas por razón del accidente de tránsito ocurrido por el bus antes identificado el 27 de junio de 1991, cuando cubría la ruta Pitalito-Ibagué, siendo pasajero del mismo el demandante, lo que se traduciría en incumplimiento del contrato de transporte por parte de la empresa demandada, ya que en virtud del convenio celebrado entre el actor y ella, ésta tenía la obligación de conducir al señor Olímpo Rivera Medina sano y salvo al lugar de destino".

 


Por manera que como igualmente se señaló, "siendo suficientemente conocido en virtud de la claridad que al respecto ha hecho la jurisprudencia de la Corte, que la pretensión del pasajero lesionado es de naturaleza contractual"1, procede examinar si en el caso concurren los elementos de esa responsabilidad, vale decir, la existencia del contrato de transporte terrestre, el incumplimiento imputable al transportador, el daño y la relación de causalidad entre dicho daño y la culpa contractual del deudor”.

Puestas de esta forma las cosas, es decir, con la claridad que ahora se tiene de que la responsabilidad invocada, no obstante su inadecuada denominación es contractual, puede abordarse el asunto en perspectiva distinta a la que dio el juzgador.

Ciertamente la responsabilidad civil contractual demanda la concurrencia de varios elementos: (i) la existencia de un vínculo jurídico; (ii) su incumplimiento; (iii) la culpa contractual del deudor; (iv) el daño; y (v) el nexo causal entre aquella y este. 
En lo que toca con el contrato de transporte, que es aquél en virtud del cual una de las partes se obliga para con la otra, a cambio de un precio, a conducir de un lugar a otro, por determinado medio y en el plazo fijado, personas o cosas, (art. 981 C.Co.), señala el artículo 1003 ibídem que “El transportador responderá de todos los daños que sobrevengan al pasajero desde el momento en que se haga cargo de éste. …” y sólo podrá exonerarse una vez concluido el viaje o en los eventos que la misma norma señala, esto es, cuando los daños ocurran por obra exclusiva de terceras personas, por fuerza mayor, por culpa exclusiva del pasajero, por lesiones orgánicas o enfermedad anterior al mismo que no hayan sido agravadas a consecuencia de hechos imputables al transportador y cuando ocurra la avería o pérdida de las cosas que conforme a los reglamentos de la empresa puedan llevarse “a la mano” y no hayan sido confiadas a la custodia del transportador. 
En este caso se tiene probado, aunque los demandados lo pusieron en duda en sus respuestas a la demanda, que el señor Eduar Tulio Arias López se movilizaba como pasajero en el vehículo  de placas WHC-633, afiliada a Expreso Alcalá, el día 21 de marzo de 1998. Si bien el documento de folio 65 del cuaderno principal alude a otras personas, entre ellas “EDGAR JULIO ARIAS”, identificado con la cédula de ciudadanía número 10.193.237 de Cartago, es claro, por un lado, que carece de todo valor demostrativo, porque es una copia informal de un documento público, como quiera que se trata de una comunicación dirigida por el Comandante de la Estación de Policía de Carreteras de Risaralda al Juzgado Penal de reparto de Pereira; como tal, ha debido allegarse en copia auténtica 
 como manda el artículo 254 del C.P.C.; y por el otro, que aun aceptando la tesis que pregona que dicha norma se halla derogada 
 y que las copias informales de documentos públicos deben presumirse auténticas, más parece que se trata de un  lapsus en sus nombres y su número de cédula, porque hay en el expediente información suficiente para dar por sentado que él fue una de las víctimas del accidente. Así se deduce nada menos que de la providencia que emitió la Fiscalía Cuatro Delegada ante los Jueces Penales Municipales de Pereira, que da cuenta de la investigación seguida por el punible de lesiones personales contra Jesús Herney Garcés Giraldo, conductor de la buseta de placas WHC-633, por hechos acaecidos el 21 de marzo de 1998, a las 6:10 a.m., a la altura de la Bomba de Servicio Terpel, afiliada a Expreso Alcalá, hecho en el que resultó herido, entre otros, Eduar Tulio Arias López. No cabe duda, pues, de que se trata del mismo hecho y de los mismos sujetos, si se tiene en cuenta que Garcés Giraldo fue inicialmente demandado; también de los reconocimientos médicos que le hizo Medicina Legal, uno de los cuales obra en copia auténtica a folio 6 del cuaderno 6. Los demás documentos aportados, esto es, los de los folios 2 a 6 del cuaderno principal, son copias informales que siguen la misma suerte arriba aludida por ser públicos; pero si se aceptara la segunda tesis propuesta, no harían más que ratificar lo que sostiene la providencia del ente fiscal, adoptada previa valoración de unos elementos de convicción acerca de la ocurrencia del suceso, que involucró al demandante como víctima directa.

Establecido este primer elemento, el segundo salta a la vista, porque el accidente fue aceptado expresamente por la partes y del mismo da cuenta la mentada resolución penal.

También el tercero, pues es evidente, si nos atenemos a las referidas pruebas, que Eduar Tulio Arias López sufrió daños en su integridad de carácter permanente, como lo señala la última valoración que le hizo Medicina Legal (f. 6, c. 6).

De manera que habría que analizar los dos últimos, esto es, la culpa contractual y el nexo causal entre ambos, porque no se olvide que, como quedó dicho al comienzo, la responsabilidad del transportador cesa cuando se demuestre que el daño ocurrió por obra exclusiva de terceras personas, entre otras razones, es decir, por una causa extraña que, para el caso, podría asimilares a una fuerza mayor por su imprevisibilidad e irresistibilidad.

En realidad, el caudal probatorio con el que se cuenta es mínimo, por la evidente desidia de las partes, en especial de la demandante, aunque es claro que podía valerse de la presunción de culpa del transportador por tratarse del ejercicio de una actividad peligrosa, pues: 
“«Si peligrosa es la actividad que, debido a la manipulación de ciertas cosas o al ejercicio de una conducta específica que lleva ínsito el riesgo de producir una lesión o menoscabo, tiene la aptitud de provocar un desequilibrio o alteración en las fuerzas que —de ordinario— despliega una persona respecto de otra (cfme: cas. civ. de jun. 4/92), la presunción de culpa que, por su ejecución, ha entendido la jurisprudencia de la Corte que consagra el artículo 2356 del Código Civil, únicamente puede predicarse “en aquellos casos en que el daño proviene de un hecho que la razón natural permite imputar a la incuria o imprudencia de su autor” (CLII, pág. 108, reiterada en sent. de marzo 14/2000, exp. 5177), es decir, de quien tenía el gobierno o control de la actividad, hipótesis esta que “no sería aceptable en frente de un tercero, como lo sería el peatón o el pasajero de uno de los automotores” (LIX, pág. 1101).

De ahí que si con motivo de un choque de vehículos resulta perjudicado o lesionado uno de los pasajeros, en orden a determinar la responsabilidad civil, en estrictez, “no cabe hablar de colisión de actividades peligrosas y, en tal virtud, la víctima puede utilizar a su favor —como bien lo ha predicado la doctrina— las presunciones del artículo 2356 del Código Civil”(1). El pasajero u ocupante, a no dudarlo, en su condición de tal, no despliega —por regla general— comportamiento alguno que pueda calificarse como peligroso. Su actividad, en relación con el automotor que lo transporta, de ordinario es típicamente pasiva y, por tanto, incapaz de generar un riesgo de cara a la conducción material de aquél. Muy por el contrario, está sometido a uno de ellos: el que emerge de la prenotada conducción vehicular. Mutatis mutandis, el ocupante, en dichas condiciones, no es más que un mero espectador; un sujeto neutro enteramente ajeno a la explotación o ejecución de la actividad catalogada como peligrosa o riesgosa. Se trata, pues, de una “víctima, ajena en un todo a la actividad peligrosa que se predica del propietario del otro vehículo, a quien demanda, participante en el accidente” (cas. civ. de sep. 7/2001; exp. 6171). (1) Javier Tamayo Jaramillo. De la responsabilidad civil. Temis, Bogotá, 1999, t. II, pág. 392.

En consecuencia, dado que, por sustracción de materia, los demandantes no estaban ejerciendo actividad peligrosa alguna, como pasajeros regulares que eran del vehículo de placas QAC-630, podían en su condición de víctimas favorecerse de la presunción de culpa —que no de responsabilidad— contenida en la norma aludida, según lo expresado por la Corte en el pasado, en la medida en que su ulterior contraparte, por el contrario, sí ejerció una de aquéllas, motivo por el cual, comprobado el daño y esclarecido el nexo causal, debía colegirse la responsabilidad aquiliana de las sociedades demandadas, como en efecto se hizo, máxime si éstas no acreditaron la ocurrencia de una causa extraña y, por contera, el quiebre del vínculo de causalidad, verbigracia la fuerza mayor —o caso fortuito—, la culpa exclusiva de los damnificados o el hecho de un tercero (CLII, pág. 108; CCXL, págs. 871 y 872 y cas. civ. de jun. 23/2000; exp. 5475)».” 

Esta presunción que es de suyo desvirtuable, no lo ha sido en este caso, por más que el actor no hubiese procurado la comparecencia de los testigos solicitados, ni retirado el oficio dirigido a la Junta de Calificación de Invalidez o su asesor judicial faltado a la audiencia en la que debía formularse el interrogatorio de parte a uno de los demandados. 
Se afirma lo anterior, porque con lo único que se cuenta es con la providencia de la Fiscalía que trata de justificar, para la exoneración penal, que el conductor de la buseta fue cerrado por un furgón que lo pasó, lo que lo hizo salir de la vía y perder el control del vehículo. Es decir, que lo que concluyó el ente investigador, es que no hubo culpa del conductor de la buseta, pues todo derivó de la imprudencia de un tercero que lamentablemente no pudo ser vinculado a esa causa. Sin embargo, de su propia apreciación queda en entredicho que en realidad esa hubiese sido la causa eficiente del accidente y de las posteriores lesiones sufridas por el pasajero. Por un lado, porque se basó en el testimonio de un testigo que afirmó que a pesar de que el furgón se adelantó, al conductor de la buseta le faltó pericia para controlar la situación, es decir que no se descarta del todo la culpa de quien la manejaba; y por el otro, porque el mismo funcionario señaló que “Para infortunio de la investigación, no existe información concreta del vehículo MAZDA TURBO que se vio involucrada en los hechos, y cuya imprudencia fue, al parecer, la causa directa o efectiva de la ocurrencia del accidente de tránsito…” (se destaca). Es decir, que el fiscal partió de una probabilidad acerca de lo ocurrido para precluir la investigación, lo que en asuntos penales es acertado, si se tiene en cuenta el principio de la duda a favor del reo; pero trasladada esa decisión al asunto civil, no significa otra cosa que en el limbo quedó la definición de la verdadera responsabilidad en la ocurrencia del hecho: pudo deberse a la acción eficiente del conductor del furgón, pero también a la impericia (que es generante de culpa) del conductor de la buseta, y eso, precisamente, es lo que abre las compuertas de la acción civil, porque, entonces, no podría sostenerse que en el caso propuesto hubo una “obra exclusiva de terceras personas” que libere por sí misma de responsabilidad al transportador en los términos del artículo 1003 citado. 

Tampoco, y por esas mismas razones, podría arribarse a la conclusión de que estamos en presencia de una cosa juzgada penal absolutoria, en los términos del artículo 57 del Decreto 2700 de 1991, vigente para la fecha del acontecimiento, porque frente a la disyuntiva que planteó la misma fiscalía, acerca de que la probabilidad del accidente pudo venir del incorrecto maniobrar del tercero y eso impedía achacarle la comisión del delito a quien llevaba el volante de la buseta, no es determinante esa conclusión para decir que el hecho causante del perjuicio no ocurrió, porque sí lo hubo; o que el causante obró en cumplimiento de un deber legal o en legítima defensa, dado que esas son figuras extrañas al planteamiento del caso que nos atañe; o que el sindicado no lo cometió, porque para definirlo así era menester establecer, con toda precisión que el conductor del vehículo de servicio público no tuvo ninguna injerencia en el accidente mismo, bien porque no participó en él, o porque el daño fue obra exclusiva de un tercero, o que hubo culpa exclusiva de la víctima, casos en los cuales podría llegar a considerarse que aquél no cometió el ilícito, por vía de ejemplo. Pero ninguna de estas tres circunstancias logró acreditarse; al contrario, el señor Jesús Erney Garcés Giraldo manejaba la buseta que se accidentó; el ente fiscal no dijo que la culpa fuera exclusiva de un tercero, sino que la actitud de quien operaba el furgón pudo ser la causa eficiente del accidente y ante esa imprecisión, podría también sostenerse que no lo fue y, entonces, tener el primero algo de culpa en la conducción que le obligaba llevar a sus pasajeros sanos y salvos al sitio de destino; además, a la víctima ninguna culpa se le ha atribuido que condujera a la producción de su propio daño. 
Dicho así lo anterior, salta a la vista el cuarto elemento configurativo de la responsabilidad civil contractual que se le atribuye a los demandados, que se presume. 
Ello daría pie para entrar en el análisis de los perjuicios reclamados que, valga anotarlo, en su mayoría no fueron demostrados.  Sin embargo, ese estudio a nada conduciría, simplemente porque la acción prescribió. 
   



En efecto, reafirmando que Eduar Tulio Arias López se desplazaba como pasajero en el vehículo de placas WHC-633 para el día del accidente y que, por tanto, la responsabilidad devendría del incumplimiento del contrato de transporte, tiene establecido el artículo 993 del C.Co. que “Las acciones directas o indirectas provenientes del contrato de transporte prescriben en dos años, término que “correrá desde el día en que haya concluido o debido concluir la obligación de conducción”. 

Pues bien, si el accidente tuvo ocurrencia el 21 de marzo de 1998 y ese mismo día ha debido concluir la obligación, como quiera que se trataba del desplazamiento entre dos municipios vecinos (Cartago-Pereira), la prescripción operó el 21 de marzo de 2000, término que no se interrumpió con la presentación de la demanda, porque ella se promovió sólo el 23 de noviembre de 2000, esto es, ya fenecido el mismo. Así fue alegado por los demandados y, de considerarse cumplidos los requisitos de la responsabilidad civil contractual, así tendría que declararse.

De manera que las pretensiones tenían que, en todo caso, desestimarse y, por consiguiente, la sentencia de primer grado será confirmada, aunque por razones diversas.

En esta sede no se causaron costas.





DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil - Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA, aunque por razones diferentes, la sentencia del 15 de julio de 2008 proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, en este proceso ordinario que Eduar Tulio Arias López promovió frente a Carlos Antonio Arroyave Barco y la sociedad Expreso Alcalá S.A.
  



Sin costas.

  



Notifíquese

  



Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                     CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS







� De otra manera no se entendería de dónde sustrajo las pretensiones de orden económico.


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia del 18 de marzo de 2006, exp. 6649, M.P. Carlos Ignacio Jaramillo Jaramillo


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia del 17 de octubre de 2006, exp. 2316231030021996-01259-01, M.P. Jaime Alberto Arrubla Paucar


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia de abril 19 de 1993, M.P. Pedro Lafont Pianetta


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia del 26 de junio de 2003, expediente 5906, M.P. José Fernando Ramírez Gómez 


� Debe precisarse que en lo atinente a la autenticidad de las copias y frente a la discusión doctrinal acerca de si la requieren o no, el artículo 25 del Decreto 2651 de 1991 aludía a los “documentos presentados por las partes”, lo que daba a entender que se trataba de documentos públicos o privados; luego, el artículo 11 de la Ley 446 de 1998 recogió esa norma para convertirla en legislación permanente pero con un agregado, pues se refirió a los “documentos privados”;  y posteriormente, el artículo 26 de la Ley 794 de 2003, ratificó que se trata de “documentos privados”; es decir, que de esa presunción quedaron excluidos los documentos públicos que siguen, por tanto, cuando se aportan en copias, los designios del artículo 254 del C.P.C. 


� LÓPEZ BLANCO, Hernán Fabio, Procedimiento Civil, Pruebas, T. 3, Dupré, Bogotá D.C., 2008, p. 370. 


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia del 23 de octubre de 2001, Expediente 6315. M.P. Carlos Ignacio Jaramillo Jaramillo
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